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6. El Ministerio Fiscal interesa la denegación del
amparo a partir de una comparación entre los hechos
probados en una y otra causa. la cual. si bien revela
una evidente similitud de fondo. los problemas derivados
en torno al aprovechamiento de aguas. muestra también
que tales hechos difieren notablemente entre sí; entre
ambos se da la suficiente'diferenciación como para que
no quepa atribuir actitudes de prejuzgamiento al MagIs­
trado Ponente. objeto de la recusación.

6. la demanda de amparo debe ser desestimada.
En p,rimer lugar. es claro que el Magistrado cuya recu­
saclónse ha pretendido no se encuentra incurso en nin­
guno de los supuestos contemplados en el arto 219.10
l.O.P.J. Desde luego. no ha actuado como instructor de
la causa psnal pendiente. Tampoco ha resuelto el pleito
o causa en anterior instancia; ni el primer procedimiento
penal. ni el recurso de apelación intentado frente a la
calificación como faltas resuelto en el curso de este
segundo procedimiento pueden ser considerados ante­
riores instancias del actual pleito o causa.

7. A pesar de lo cual los demandantes de amparo
entienden que el Ma~istrado recusado ha perdido la
imparcialidad objetiva Inherente a un proceso con todas
las garantras. como ve,ndrran a probar las manifestacio­
nes de la Sala de la que formaba parte. antes recogidas.
No es este. sin embargo. el caso. Como tiene declarado
este Tribunal. el sentido de la imparcialidad objetiva ceno
es otro que el de asegurar que los Jueces y Magistrados
que intervengan en la resolución de la causa se acerquen
a la misma sin prevenciones ni prejuicios que en su ánimo
pudieran quizás existir a raíz de una relación o contacto
previos con el objeto del proceso. por haber sido ins­
tructores de la causa. por haber ostentado. con ante­
rioridad. la condición de acusado o. en fin. por su previa
intervención en otra instancia del proceso... la ley quiere

, evitar. en un aupuesto y en otro. que influya en el juicio
o en la resolución del recurso la convicción previa que
un Juez se haya formado sobre el fondo del asunto al
decidir en anterior instancia o, incluso. al realizar actos
de investigación como Instructor»» (STC 167/1993. fun-

. damentos jurídicos 2.° y 3.°).

8. En el caso del Magistrado cuya imparcialidad
objetiva se cuestiona no se ha pro~ucido una relación
o contacto previo con el objeto específico del proceso
del que se pretende su apartamiento. Ciertamente. el
objeto de este proceso puede presentar similitudes, más
o menos amplias, con el de un procedimiento anterior.
Pero la imparcialidad objetiva del juzgador no se ve com­
prometida por la mayor o menor similitud de los hechos
objeto de enjuiciamiento con los conocidos por ese mis­
mo juzgador en el curso de un distinto proceso. Lo cual
no se ve alterado tampoco por el hecho de que la Sala
de la que forma parte el Magistrado llamado a juzgar,
con mayor o menor oportunidad, haya tenido ocasión
de exteriorizar una opinión acerca de la similitud. o inclu­
so «identidad», entre los hechos objeto de dos sucesivos
procesos. la imparcialidad objetiva despliega su eficacia
sobre el específico objeto del proceso, sin que pueda
extenderse al resultado del contraste entre dicho objeto
y el de cualesquiera otros procesos de los que haya
podido conocer el juz~ador. las simHitudes asr resul­
tantes. ap'arte de ineVitables, en modo alguno ponen
en cuest,ón la imparcialidad objetiva de los Jueces y
Magistrados. Ello es asr incluso en un supuesto como
el presente. en el que la Sala de la que forma parte
eL Magistrado cuya recusación se pretendió ha exterio­
rizado su convicción, con mayor o menor oportunidád,

,cabe reiterar. acerca de la semejanza del objeto de
ambos procesos.

FAllO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR lA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE lA CoNSTrrUCIÓN
DE lA NACIóN ESPAF40lA,

Ha decidido

Desestimar el presente r~curso de amparo.

Publrquese esta Sentencia en el «Boletrn Oficial del
Estado».

Dada en Mac;trid. a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodrrguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-carfos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Pedro Cruz Vllfalón.-Firmados y rubricados.

13374 Sala Segunda. Sentencia 139/1994, de 9 de,
mayo d6 1994. Recurso de amparo
348/1992. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincialde S6villb des6stimatoria de recurso

. de apelación promovido contra la dictada por
el Juzgado d6 Primera Instancia número 16
de esa capital, en autos de juicio de cognición
sobl'fl reclamación de cantidad. Supuesta vul­
neración del derecho a utilizar los medios de
prueba pertinentes: indefensión no imputable
al órgano judicial.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis lópez Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodrrguez Bereijo. don José
Gabaldón lópez, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 346/92, promovido
por ccEdificio Puerto de Mar, S.A.». representada por el
Procurador de los Tribunales don luclano Rosch Nadal
y asistida del letrado don José Yáñez Polo, contra Sen-

. tencia de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial
de Sevilla, de 14 de enero de 1992, destimatoria de
recurso de apelación (rollo núm. 210/91) promovido
contra la dictada por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 16 de esa Capital. de fecha 21 de mayo de 1990,
en autos de J'Uicio de cognición núm. 263/89. sobre
reclamación e cantidad. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio Díaz
Eimil. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 11 de febrero de 1992 y registrado en este Tribunal
al día siQuiente. don Luciano Rosch Nadal. Procurador
de los Tribunales y de ccEdificio Puerto de Mar. Sociedad
Anónima»», interpone recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial
de Sevilla. de 14 de enero de 1992, desestimatoria del
recurso de apelación (rollo núm. 210/91) promovido
contra la dictada por el Juzgad!;). de Primera Instancia
núm. 16 de esa Capital. de fecha 21 de mayo de 1990.
en los autos del juicio de cognición núm. 263/89. sobre
reclamación de cantidad. .
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2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos. los que siguen:

a) En los autos del juicio de cognición núm. 263/89.
tramitados como consecuencia de una demanda inter­
puesta por un particular contra la hoy recurrente en recla­
mación de cantidad. la demandada solicitÓ del Juzgado
por vra de reconvenciÓn que se tuviera como cuantía
Ifquida reclamada la que resultara de la compensaciÓn
de la deuda consignada en la demanda con la cantidad
debida por el demandante a la hoy recurrente y. acre­
ditada mediante certificaciÓn expedida por el Banco
Hipotecario de España.

b) La prueba de la compensación fue declarada per­
tinente. acordándÓS8 su práctica. El dra en el que fina­
lizaba el término concedido para la práctica de la prueba.
la recurrente solicitó que. al no disponer aún de la cer­
tificación del Banco. se le otorgase un nuevo plazo de
diez dras para presentarla. Por providencia de 10 de
abril de 1990 se acordó. para mejor proveer. conceder
un término de diez dras a los efectos solicitados.

c) La antedicha providencia fue notificada a la
recurrente el 8 de mayo de 1990. El 18 de mayo siguien­
te-entes de conduido el término de diez días- la repre­
sentación procesal de la hoy recurrente presentÓ escrito
en el Juzgado de Guardia en. el que se solicitaba que
se tuviera por presentada la certificación del Banco en
la que se hacfa constar la cantidad liquida adeudada
por el actor a la demandada. Dicha certificación era
ampliatoria de otra presentada el 11 de abril de 1990.
esto es. antes de que se hubiera notificado la ampliaciÓn
del término para la práctica de la prueba.

d) .B certificado del Banco Hipotecario tuvo entrada
en el Juzgado el 23 de mayo de 1990. es decir. cinco
dras despuM de su' registro en el Juzgado de Guardia.
En el rnterin -concretamente el 21 de mayo- el Juzgado
de PrImera Instancia dietó Sentencia estimatoria de la
demanda y desestimatoria de la reconvenciÓn. En ella
se afirma que nO procede la compensación de deudas
por no haberse determinado exactamente la cuantra de
lo adeudado por el actor a la demandada. Por providencia
de 31 de mayo de 1990 se acordó devolver a la deman­
dada la certificación presentada ante el Juzgado de Guar­
dia. argumentando que habra preeluido el plazo para
la práctica. de la prueba y que ya .se habra dictado
Sentencia.

e) La recurrente promovió apelación contra la Sen­
tencia de instancia ente la sección Tercera de la Audien­
cia Provincial de Sevilla (rollo núm.·210/91 ). interesando
la práctica de la prueba que no.pUdo .realizarse ante
eI'Juzgado. Tal pretensión fue desestimada por no con­
currir Tas circunstancias exigidas en el arto 862.2 de la
LE.C. Durante la vista se solicitÓ. sin éxito. la aplicaciÓn
del art. 340.1 LE.C.· Finalmente se dictó Sentencia de
14 de enero de 1992. confirmatoria de la impugnada.

3. Se interpone recurso. de amparo contra la Sen­
tencia del Juzgado de Primera Instancia. de 21 de mayo
de 1990. y contra la de la Sección Tercera de la Audien­
cia Provincial. de 14 de enero de 1992. suplicando de
este Tribunal que decrete la nulidad de ambas resolu­
ciones o. subsidiariamente. la de la Sentencia resolutoria
del recurso de apelación. al objeto de que se practique.
en primera o en segunda instancia. la prueba indebi-
damente impedida. ..

.Entiende la demandante de amparo que las resolu­
ciones judiciales imPugnadas han incurrido en infracción
del art. 24.2 de la Constitución. Sostiene 9ue el derecho
fundamental a valerse de todos los medIOS de prueba
necesarios para la defensa de los propios intereses se

ha visto conculcado por el Juzgado al dictar Sentencia·
sin tener a la vista una prueba previamente admitida
y correctamente presentada por la recurrente. La Audien-

. cia habrra confirmado esa lesión al no considerar de
aplicaciÓn el art. 862.2 LE.C.

4. Por providencia de 26 de febrero de 1992. la
Sección Tercera de este Tribunal acordÓ. de conformidad
con lo dispuesto en el art 60.6 de la LOTC. conceder
a la recurrente un plazo de diez dras para que aportase
copia. traslado o certificación de la providencia de 10
de abril de 1990 del Juzgado de Primera Instancia
núm. 16 de Sevilla en autos 263/89 y p'ara que acre­
ditara fehacientemente la fecha de notIficación de la
misma.

6. La documentaciÓn requerida tuvo entrada en este
Tribunal el dra· 11 de marzo de 1992. De eUa resulta
que en la providencia interesada se concedfa un término
de diez dras para mejor proveer y que dicha providencia
fue notificada a la recurrente el 8 de mayo de 1990.

6. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
30 de abril de 1992. la representación procesal de la
demandante de amparo solicitó la suspensión de la eje­
cución de las resoluciones judiciales impugnadas.

7. Por providencia de 26 de mayo de 1992. la Sec­
ción acordó admitir a trámite la demanda de amparo
y dirigir comunicación a la Sección Tercera de I~ Audien­
cia Provincial de Sevilla y al Juzgado de Primera Instancia
núm. 16 de esa Capital para que. remitieran. respecti­
vamente. certificación o copia adverada de las actua­
ciones correspondientes al rollo de apelación núm.
210/90 y a los autos del juicio de cognición núm.
263/89; asimismo se acordó la práctica de los empla­
zamientos pertinentes.

8.. Mediante Auto de 22 de junio de 1992. la Sala
Segunda acordó denegar la suspensión interesada por
la demandante de amparo. condicionando la ejecución
de las Sentencias impugnadas al establecimiento de fian­
za que asegurara. según el criterio de4 Juez de instancia
y para el caso de que se estimara el amparo. la devolución
de la cantidad a satisfacer por la recurrente.

9. Por medio de providencia de 29 de junio de
1992. la Sección acordó acusar recibo de las actuaciones
interesadas asr como. de conformidad con lo dispuesto
en el arto 62.1 LOTC. dar vista de las mismas a la deman­
dante de amparo y al Ministerio Fiscal por plazo com(In
de veinte dras para que presentaran las alegaciones que
estimasen pertinentes.

10. El representante procesal de «Edificio Puerto de
Mar. Sociedad Anónima». presentÓ su escrito de ale­
gaciones el 29 de tulio de 1992. Tras señalar que. exa­
minadas las actuacIones. no existe dato alguno que con­
trarre la veracidad de los hechos relatados en la demanda
de amparo. la recurrente se remite a lo manifestado en
esta última.

11. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal
se registró en este Tribunal el 29 de julio de 1992. Des­
pués de exponer pormenorizadamente los datps con­
tenidos en las actuaciones judiciales de. la .causa de
autos, señala el Ministerio Público que el problema que
realmente se plantea consiste en determinar si puede
estimarse que el oficio del banco fechado el16 de mayo'
es la prueba que solicitÓ la actora o si. por el contrano.
la prueba solicitada era la que ya se habra presentado
el 11 de abril.

Entiende el Ministerio Fiscal que la prueba solicitada
y admitida se J:)racticó en los términos interesados por
la recurrente. Esta habra solicitado ·Ia certificación del
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banco en documento anexo y el oficio del Juzgado al
Banco se redacta copiando literalmente el contenido del
escrito del Letrado de -Edificaciones Puerto de Mar,
Sociedad Anónima», oficio que se entrega seguidamen­
te, para ser diligenciado, al Procurador de la recurrente.
La intervención del Juzgado es, pues, decisoria, pero
de carácter instrumental. Como quiera que la prueba
no se habfa practicado --continúa el Ministerio Fiscal-,
el 9 de abril se pide prórroga, que fue concedida el
dfa 10 siguiente. Sin embargo, el 11 de abril tiene entra­
da en el Registro General un escrito del Procurador de
la recurrente con el que se acompaña el certificado del
banco como prueba ccdocumental de esta parte». En tal
escrito no se alude en modo alguno al hecho de que
la prueba habfa sido parcialmente practicada, ni se señala
que era preciso un nuevo oficio ampliatorio. En conse­
cuencia, entiende el Ministerio Fiscal que es lógico que
el JuzQado declarar:a, por medio de providencie de 16
de abril, que los autos estaban conclusos para Sentencia.
Si se pide un término de prueba para la práctica. de
una documental, se realiza ésta y la parte la trae a la
causa sin aludir a la necesidad de que sea completada
el Juzgado no tiene por qué esperar a que transcurran
los diez dfas concedidos. ¿Qué objeto tiene la espera
-se pregunta el Ministerio Fiscal- cuando la prueba se
habfa practicado en los términos interesados por la parte
que la propuso y no habfa otras pruebas pendientes?

Es cierto -reconoce el Ministerio Público-, desde un
punto d~ vista formal. que la providencia por la que
se ampliaba .el término probatorio se notificó el 8 de
mayo y que ese mismo dfa también se notificó la pr~

videncia por la que se declaraban los autos conclusos
para Sentencia. Sin embargo, ante el evidente contra­
sentido que representaban el contenido de ambas pr~
videncias -incompatibles entre sf, puesto que una amplía
el p~rfodo de prueba y la otra lo cierra antes de que
comience a correr para la parte-, la recurrente, asistida
de Letrado, podfa haber comparecido en el Juzgado para
indagar sobre el hecho o recurrir contra el segundo de
los proverdos por cuanto le cerraba la posibilidad de
presentar la prueba que estimaba practicable. Sin embar­
go, entre el citado dfa 8 de mayo y el dra en el que
se dicta la Sentencia -el 21 siguiente-, la actora, con­
fiada en que la providencia mencionada no tenfa trans­
cendencia, presenta el llamado oficio ampliatorio del ban­
co, el cual no habfa sido solicitado por ella y cuya remi­
sión no se habfa anunciado al Juzgado.

La ulterior actuación de los órganos judiciales--pr~

sigue el Ministerio Fiscal- no puede calificarse de lesi~
nadora del derecho fundamental invocado. Es verdad
que la no introducción de la prueba en el proceso podfa
haber alterado el thema dec/dendi -pues habrfa podido
defenderse con más argumentos la demanda reconven­
cional-, p'ero también lo es que ello no fue debido a

/ la actuación del órgano judicial -que siguió los dictados
de la recurrente-, sino a un incorrecto planteamiento
de las preguntas dirigidas al banco por la propia actora,
a error en el escrito acompañando la prueba solicitada
o a una falta de reacción a la posibilidad de que se
hubiera cerrado el perlodo probatorio toda vez que la
providencia tenía fecha posterior a la de la concesión
del término ampliatorio.

Por lo que respecta a la Sentencia dictada en ape­
lación, señala el Ministerio Fiscal que tampoco de ella
se deriva lesión alguna del derecho invocado, pues denie­
ga razonada y motivadamente la prueba documental que
se intenta aportar. Las razones en las que se fundamenta
(no haber sido propuesta la prueba en la primera ins­
tancia y no concl,lrrencia del supuesto del arto 862.2
de la L.E.C.) se resumen en el hecho indubitado de que
I~ actor~ presentó un escrito a~ompafiando la prueba

.sm precIsar nada sobre una pOSible ampliación. La Sala

venía además obligada por su deber .de mantenerse
imparcial a la hora de incorporar pruebas y decidir la
litis.

En último término, y para el Ministerio Público, el
derecho fundamental cuestionado fue (ntegramente res­
petado por los órganos judiciales al admitir y practicar
la prueba solicitada por las partes.

12. Por providencia de 5 de may,o de 1994 se seña­
ló el dra 9 de mayo de 1994 para deliberación y votación
de la presente Sentencia, quedando cohclusa con esta
fecha.

11. Fundamentos jurfdicos -
1. El objeto del presente recurso de amparo no es

otro que determinar si las resoluciones judiciales impug­
nadas se han dictado con infracción del derecho de la
recurrente a valerse de todos los medios de prueba nece­
sarios para la defensa de sus derechos e intereses.

Ueva razón el Ministerio Público al señalar que, aten­
dida la relación de antecedentes circunstanciada por la
actora en su demanda, no cabrra sino la estimación de
sus pretensiones de amparo. En efecto, a la vista de
aquella relación tal parece que el Juzgado de Primera
Instancia dictó Sentencia sin tener a la vista la prueba
presentada en tiempo y forma ante el Juzgado de Guar­
dIa por la recurrente; ésta, dentro del plazo concedido
mediante providencia de 10 de abril de 1990, notificada
el 8 de mayo siguiente, presentó un escrito en el Juzgado
de Guardia con el que se adjuntaba una certificación
bancaria ampliatoria de otra presentada el 11 de abril
de 1990. El Juzgado, sin embargo, recibió la citada cer­
tificación después de haber dictado Sentencia. Todo
parece indicar, en principio, que la diligencia observada
por la actor.a durante la sustanciación del perrodo pr~
batoño no se vio correspondida con la necesaria dili­
gencia de los órganos judiciales, concretamente del Juz­
gado de Guardia, pues, presentado en éste el certificado
ampliatorio el .18 de mayo ~e 1990.. su registro en el
Juzgado de Primera InstanCia sólo se verifica el 23 de
mayo siguiente, cuando ya se habra dictado Sentencia
el dra 21 anterior. .

Asf las cosas, diffcilmente pueden discutirse las raz~
nes esgrimidas por la demandante de amparo, toda vez
que, presentada en plazo una prueba prevIamente admi­
tida y correctamente practicada, la misma sólo llega a
conocimiento del órgano judicial sentenciador -por cau­
sas no imputables a la recurrente- cuando aquél ya
ha resuelto el litigio planteado. Por su .parte, la decisión
de la Audiencia de no permitir la práctica de la prueba
en la segunda instancia habrra también redundado
-atendidas las características singulares del caso- en
una infracción tlel derecho de la demandante a valerse
de todos los medios de prueba necesarios para la defen­
sa de sus derechos e intereses.

2. Ello no obstante, la lectura de las actuaciones­
remitidas por el Juzgado de Primera Instancia núm. 16
de Sevilla pone de manifiesto una circunstancia que,
sin afectar a la veracidad de lo relacionado por la actora,
obliga a matizarlo hasta· extremos que desvirtúan por
completo el planteamiento ori~inano de la cuestión.

Según consta en las actuaCIones, y asr lo destaca
el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones, la ahora
demandante de amparo interesó que, como prueba, el
Banco Hipotecario remitiera al Juzqado una certificación
sobre determinados extremos de Interés para la causa;
el Juzgado, por su parte, extendió diligencia remitida
a la entidad bancaria en la que se hacfan constar, lite­
ralmente, los extremos cuya acreditación babía intere­
sado la ahora demandante. Por medio de escrito fechado
el 9 de abril de 1990, el representante procesal de la
recurrente solicitó un nuevo plazo de diez días para pre-
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sentar la certificación antedicha. alegando que no había
podido conseguirla en el plazo inicialmente concedido;
el Juzgado accedió a ello por providencia de 10 de abril
de 1990. Sin embargo. antes de que eala providencia
fuera notifICada a la demandante de amparo. su repre­
sentante procesal presentó -el 11 de abril- un escrito
algue acompañaba «contestacióndel Banco Hipotecario
de España. al oficio remitido. como prueba documental
de esta parte» (folio 104). A ,la vista de este escrito.
el Juzgado acordó. por providencia de 16 de abril de
1990. dar cuenta del mismo y. «habiéndose practicado
todas las pruebas propuestas por ambas partes en los
presentes aatos». declarar los mismos vistos y conclusos
para Sentencia. Tanto este proveído"como aquél en el
que se concedía un segundo plazo para aportar a la
causa la certificación bancaria fueron notificados a la
actora el 8 de mayo de 1990. Posteriormente. el 18
de mayo. la recurrenté presentó en el Juzgado de Guardia
una segunda certificación del Banco. ~ampliatoria de la
presentada el 11 de abril. Sin embargo. y según se ha '
dicho. esta segunda certificación sólo se registró en el
Juzgado cuando éste ya habra dietado Sentencia.

Asf las cosas. es preciso determinar. como apunta
el Ministerio Público. si la prueba admitida por el Juzgado
se había o no practicado al tiempo de declarar conclusos
los autos. esto es. el 16 de abril de 1990. La clave
para resolver la cuestión viene dada. precisa.mente. por
la providencia de 16 de abril. Tal PrOveído se dictó des­
pués de que la demandante hubiera presentado. el 11
de abril y sin advertir que el documento aportado fuera
incompleto o estuviera necesitado de algun tipo de acla­
ración. la primera de las certificaciones. Nada cabe pues
objetar a la actuación del JuzQado. pues aunque en esa
fecha no se hubiera aún notificado la providencia por
la que se concedía un nuevo plazo de diez dras para
presentar la certificación. era claro que la parte ya había
obtenido el documento para cuya consecución había soli­
citado la concesión del mismo. La actuación de la propia
parte. presentando el certificado sin tacha alguna. per­
mitía considerar innecesaria la ampliación concedida por
medio de aquella' providencia aun no notificada o. si
se quiere. limitar sus efectos a los de habilitar el día
11 de abril como fecha en la que. ya superado el primero
de los plazos. cabfa aún presentar la tan repetida
certificación. .

Sin haber hecho advertencia alguna sob~e la insu­
ficiencia del primer certificado -antes al contrario. pre­
sentándolo más bien como suficiente a los fines de cons­
tituir la prueba que. pretendía practicarse-. la deman­
dante de amparo ptesenta 'una segunda certificación el
18 de mayo de 1990. cuando ya se le habían notificado.
el 8 de mayo. tanto la providencia ampliato~ia del plazo
como aqueRa en la que se declaraban conclusas las
actuaciones. Una mínima diligenciapor parte de la actora

• debió llevarle a considerar que el órgano·,·udicial, ajus­
tándose al tenor del escrito presentado e 11 de abril
-en el que se .in.dicaba que el primer certifICado cons­
tituía la. prueba documental de parte. sin más especi­
flC8ciones- debía tener ya por conclusas-como seña­
laba en su proveído de 16 de abril- las actuaciones
de la causa. de manera que si. por cualquier razón. enten­
diera la demandante -pese a ·no haberlo advertido en
su primer escrito-que la prueba aún debía completarse.
era "su obligación ponerlo de manifiesto ante el órgano
judicial inmediatamente después de notificada la pro­
videncia de 16 de abril. seftalando. especfficamente. que
por medio de la providencia del día 10 anterior se había
concedido un nuevo plazo todavía no finalizado. Nada
de esto hizo la recurrente. cuando le era posible veri­
tic:erIo por medio de recurso de reposición contra ta pro­
videnaa en la que se daban por finalizadas las actua­
ciones. Muy por el contrario. se limitó a presentar un

segundo certificado diez días después de notificadas
aquellas dos providencias. cuando. a tenor de la segunda.
debía saber que era inminente el dictado de la Sentencia
resolutoria.

A lo anterior no cabe ahora oponer que la deman­
dante se confió en lo acordado en la primera de las
providencias notificadas el 8 de mayo (la ampliatoria
del plazo). pues en la segunda se indicaba con claridad
que el Juzgado. recibida la primera certificación. tenía
ya por practicada toda la prueba admitida. Ambas pro­
videncias eran claramente contradictorias. pero el
momento de intentar la resolución de tal contradicción
no es el presente. sino aquel que a la recurrente se
le brindaba con la posibilidad de recurrir en reposición
la providencia de conclusión de los autos. Al no haber
hecho uso de ese remedio procesal. la demandante de
amparo ha dejadó de utilizar uno de los remedios uti­
lizables dentro de la vía judicial ord.inaria y desvirtuado
la naturaleza subsidiaria· del amparo constitucial.
incurriendo así su demanda en la causa de inadmisión.
ahora de desestimación. establecida en· el arto 60.1. a).
en relación con el art. 44.1. a). ambos de la LOTe; sin
que. por otro lado. sea ocioso constatar que. en último
término. los perjuicios que a su derecho de defensa alega
la demandante como fundamento de su recurso de
amparo no son. según se deja razonado. en modo alguno
imputables a los órganos judiciales. cuya actuación fue
legal y constitucionalmente correcta. y sí únicamente·
a la desacertada actuación procesal de la propia parte.

Sentado lo anterior. y a mayor abundamiento. ningún
reproche merece la ectuación posterior de la Audiencia
Provincial, cuya negativa a permitir la práctica de la prue­
ba en la segunda instancia se aju~tó correctamente a
las previsiones de la legislación procesal civil.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN
DE LA NACÓN EspAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por «Edi­
ficio Puerto de Mar. Sociedad Anónima».

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis "López Guerra.-Eugenio DJaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo....;.José Gabaldón
López.-Julio Diego Gonzélez Campos,-earles VlVer
Pi-Sunyer.-firmados y rubricados. .

13375 Sala Segunda. Sentencia 140/1994, de 9 de
mayo de 1994. Recurso de amparo·
376/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del T. S. J. de Gslicia dictBdB en
autos sobre reintregro de prestaciones de la
Seguridad.Social. Supuesta vullJflraci6n del
derecho a la tutela judicial efectiva: no acr.
ditaci6n de la cotizaci6n del trabajador.

La· Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Eug.
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José.
Gabaldón López, don Julio Diego Gonz61ez Campos y .
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha· pronun-
ciado. . _


